
Solicitud de devolución de PPM se rige por las mismas normas que rigen la 
prescripción tributaria 

 
Siguiendo su propia línea decisoria, la Segunda Sala de la Corte Suprema en fallo del 16 de enero 
de 2018, Rol 40622-2016, precisó que el Servicio de Impuestos Internos conserva, respecto de las 

declaraciones de impuesto en las que se le requiere la devolución de específicas sumas satisfechas 
por un contribuyente por concepto de PPM, iguales facultades que aquellas en que se delimita el 

pago de impuesto, y queda habilitado para ejercitar sus atribuciones dentro de los plazos generales 
de prescripción. 

 
La sentencia parte por preguntarse “si, por haber presentado la reclamante una solicitud de 
devolución de PPM, el Servicio se encontraba constreñido a la erogación correspondiente dentro 
del plazo de treinta días, aun cuando la declaración de impuestos respectiva le merezca reparos”. 
 
Indica que “sobre este tópico, el artículo 8º bis N° 2 del Código Tributario establece un principio 
general, en cuanto prescribe que “…constituyen derechos de los contribuyentes, los siguientes: 2° 
Derecho a obtener en forma completa y oportuna las devoluciones previstas en las leyes 
tributarias, debidamente actualizadas.” Sobre este derecho y su relación con las facultades de 
fiscalización, cabe considerar que el artículo 59 del mismo código dispone que “Dentro de los 
plazos de prescripción, el Servicio podrá examinar y revisar las declaraciones presentadas por los 
contribuyentes”. En cuanto a la devolución que incida en los impuestos a la renta, el artículo 97 de 
la ley del ramo indica que “El saldo que resultare a favor del contribuyente de la comparación 
referida en el artículo 96, le será devuelto por el Servicio de Tesorerías dentro de los 30 días 
siguientes a la fecha en que venza el plazo normal para presentar la declaración anual del 
impuesto a la renta.” El aludido artículo 96 prescribe, a su turno, que “Cuando la suma de los 
impuestos anuales a que se refieren los artículos anteriores, resulte superior al monto de los 
pagos provisionales reajustados en conformidad al artículo 95, la diferencia adeudada deberá 
reajustarse de acuerdo con el artículo 72 y pagarse en una sola cuota al instante de presentar la 
respectiva declaración anual”. 
 
Agrega que “estas reglas inciden en el derecho del contribuyente al reintegro de las cantidades 
enteradas por concepto de PPM, siempre que medie un saldo a favor, luego de determinados los 
tributos a solucionar. De esta manera, el resultado surge después de comparados los pagos 
realizados con el cálculo del impuesto a la renta, operaciones reguladas por los artículos 84 y 
siguientes de la Ley sobre Impuesto a la Renta, por una parte, y los artículos 29 y siguientes del 
mismo cuerpo legal, por la otra. Tal estimación, efectuada por el contribuyente en su declaración 
de impuestos, no es inamovible, desde que con independencia del resultado que éste consigne en 
el formulario pertinente, sus actuaciones están sujetas a la eventualidad de una fiscalización del 
Servicio de Impuestos Internos y, por ende, no es dable discurrir de la preceptiva invocada en el 
recurso, que el ente fiscalizador esté compelido a desembolsar los gastos pedidos en la 
declaración de impuesto a la renta que le provoquen dudas acerca de su precisión o veracidad, 
porque tal derecho no puede entenderse consolidado sin una fiscalización o revisión que ratifique 
su exactitud”. 
 
Concluye que “en estas condiciones el Servicio de Impuestos Internos conserva, respecto de las 
declaraciones de impuesto en las que se le requiere la devolución de específicas sumas satisfechas 
por un contribuyente por concepto de PPM, iguales facultades que aquellas en que se delimita el 



pago de impuesto, y queda habilitado para ejercitar sus atribuciones dentro de los plazos 
generales de prescripción. Es así como el artículo 97 de la ley del ramo no se trata de una norma 
imperativa que concede un término perentorio de 30 días para practicar la restitución de las 
cantidades pedidas, ya que el precepto supone la inexistencia de observaciones a la declaración de 
impuesto o que tal comparación cuente con la conformidad del Servicio, y en ningún caso 
constituye una derogación de las prerrogativas generales de fiscalización que le proporciona su ley 
orgánica”. 
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